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PRESIDE: — Señora Representante Martha Montaner. 


MIEMBROS: Señores Representantes Ricardo Castromán Rodríguez, Juan Domínguez, León Lev, Julio C. 
Silveira y Stella M. Tucuna. 


ASISTE: Señor Senador Juan Justo Amaro Cedrés. 


INVITADOS: Por FETRABE señores doctor Gonzalo Ramírez, asesor y Gustavo Inmediato, Directivo. 


SEÑORA PRESIDENTA (Montaner).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Federación de Transportistas de Bebidas, 
FETRABE, integrada por los señores Gustavo Inmediato y Gonzalo Ramírez, a quienes cedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑOR RAMÍREZ.- El doctor Batista, que fue quien se contactó con la Comisión, no pudo venir por 
razones de salud; es el Secretario de la Federación. 


Estamos aquí con el señor Gustavo Inmediato que es distribuidor de Fábrica Nacional de Cerveza y, además, 
miembro de la Comisión Directiva de FETRABE. 


Por lo que tengo entendido, el motivo de la citación está vinculada con una marcha que se hizo el 16 de junio 
hacia el Parlamento, que no tenía motivos de protesta sino que simplemente se trataba de acompañar con una 
manifestación pública la presentación al Poder Legislativo de un proyecto de ley interpretativa sobre normas 
de defensa de la competencia. 


En ese marco el 16 de junio fuimos recibidos por el señor Senador Herrera -el Vicepresidente de la República 
tenía cambio de mando- a quien hicimos entrega de un proyecto de ley interpretativa al que, por lo que nos 
manifestó, iba a dar ingreso a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración y 
a la de Hacienda para su estudio. 


Con posterioridad y por información que recibimos a través de la Secretaría del señor Senador Larrañaga, nos 
enteramos de que él había hecho suyo el proyecto y que también lo había firmado y presentado el 17 o 18 de 
junio. 


En ese marco, estamos abiertos a contar por qué un gremio viene a golpear las puertas del Parlamento para 
presentar un proyecto de ley interpretativa cuando, en realidad, no le corresponde esa labor, a explicar cuáles 
son las inquietudes que hoy motivan a esta institución con relación a las normas sobre defensa de la 
competencia y a relatar lo que está pasando en el mercado cervecero del Uruguay. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Comenzamos a tener contacto con este tema a través de lo que fue la 
manifestación de la coincidente presencia de distribuidores del interior que nos hicieron llegar el 
planteamiento y que la semana pasada estuvieron en la Comisión haciendo llegar el interés y poniendo 
este asunto en carpeta. 


Personalmente, no tengo conocimiento del proyecto de ley interpretativa a que hacen referencia que, por lo 
que veo, ingresó al Parlamento por el Senado y me gustaría tener acceso a él para ilustrarme y hacer 
preguntas. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Traje una copia que pueden fotocopiar. 


Si me permiten, les puedo contar cómo llegamos a eso. Hace aproximadamente un año la prensa empezó a 
informar que en Argentina se habían iniciado negociaciones entre los grupos cerveceros Ambeb y QUINSA. 
Ambeb es la empresa cervecera más grande de Brasil, la multinacional más importante en materia de cerveza, 
y QUINSA es Quilmes Industrial Sociedad Anónima; supongo que todos han oído hablar de la cerveza 
Quilmes de Argentina. 


Esas negociaciones llevaron a un proyecto de asociación que, por lo que han declarado sus representantes en 
Uruguay, por ahora es una alianza estratégica. Ha habido una compra del paquete accionario de Ambeb con 
respecto a QUINSA del 37% del capital con el 39% de los derechos de voto, pero con una opción de compra 
del resto del paquete accionario, para acceder a las mayorías en un plazo relativamente breve. 


Como consecuencia de ese negocio -que tiene repercusiones en toda América, porque ambos grupos 
cerveceros tienen el control de la mayoría de sus fábricas de cerveza-, en Uruguay los acuerdos derivaron en 
que todos los activos cerveceros pasarán a estar bajo el control de QUINSA -Quilmes Industiral S.A-. ¿Qué 
quiere decir eso? Hasta fines del año pasado o principios de este, en el Uruguay había tres grandes fábricas de 
cerveza que en su conjunto tienen más del 99% del mercado cervecero nacional. Esas tres fábricas eran: 
Norteña -Cervecería y Maltería Paysandú-, la de Salus -con su cerveza más conocida que es Patricia, que 
sigue abierta y está trabajando en Lavalleja- y la Fábrica Nacional de Cerveza -su cerveza más conocida es 
Pilsen- que está en el departamento de Montevideo. Cervecería y Maltería Paysandú pertenecía al grupo 
Ambeb -creo que había sido adquirida en el año 2000-, Fábrica Nacional de Cerveza pertenecía desde 1998 al 
grupo Quilmes en Argentina y, además, en un proceso de fusión se había adquirido lo que era Pepsi - 
Embotelladora del Uruguay Sociedad Anónima- y, por su parte, Compañía Salus tenía una participación en el 
paquete accionario del grupo Danone, que es un grupo Francés, que es quien tiene el manejo del agua. 
Quilmes tenía una participación minoritaria en el paquete accionario y, por un acuerdo con Danone, 
participaba en el paquete accionario del Grupo Ambeb lo que le había dado el control y el manejo de los 
activos cerveceros. 


Los brasileros, con Ambeb, manejaban la cerveza Patricia y la cerveza Norteña y los argentinos, Fábrica 
Nacional de Cerveza. Eso llevó que a fines de año hubiera una gran competencia en el mercado, una lucha de 
publicidad entre las distintas marcas, hubo promociones. Esto llevó a la baja de la cerveza. Se buscó 
mantener el consumo, más allá de la recesión que afectó a este tipo de productos, que no son de primera 
necesidad. 


A partir de enero se empezaron a instrumentar en Uruguay los acuerdos para plasmar ese gran acuerdo global 
que desarrollaron los grupos cerveceros Ambeb y QUINSA a nivel regional, transfiriendo los activos a 
Quilmes. Por lo tanto, el 99,4% de la producción, distribución y comercialización de cerveza en el territorio 
nacional pasaba a estar bajo el control de un solo grupo económico. 


En ese momento, pedimos una entrevista con los Directivos de FNC. Durante un tiempo no fuimos recibidos. 
Con posterioridad, por abril, empezamos a tener conversaciones. La preocupación del gremio de la 
Federación era la pérdida de puestos de trabajo que es la consecuencia inmediata de la fusión de empresas 
embotelladoras. No parece razonable para estos grupos visitar a los mismos clientes en el mismo día 
entregándoles tres marcas de cerveza con tres distribuidores distintos. Como consecuencia de eso, 
necesariamente las dos terceras partes de los distribuidores iban a desaparecer del mercado. 


Como la Federación de Transportistas de Bebidas tiene la mayoría de los distribuidores de Montevideo y 
algunos importantes del interior, se interesó en el tema. Entendíamos que la fusión que se había celebrado a 
nivel internacional les permitía monopolizar el mercado de producción, pero que no podían trasladar eso 
directamente al mercado de distribución. En la mayoría de los casos, los distribuidores son quienes han hecho 
los clientes, han corrido el riesgo, han explotado la clientela y han logrado que esas marcas de cerveza hayan 
entrado en el mercado. En la mayoría de los casos, sobre todo en el interior de la República, son los 
distribuidores quienes participan, con su inversión económica, en hacer lo que se llama "clientes exclusivos". 


Luego de varias conversaciones con el grupo se decidió solicitar una reunión con el sindicato de Norteña que 
estaba trabajando en Paysandú en contra del cierre de la planta. Tuvimos una reunión en la sala verde del 
Senado; estuvieron presentes los legisladores de Paysandú y su Intendente así como los representantes del 
sindicato conversando sobre el tema. Les dejamos un informe jurídico en el que referíamos a la aplicación de 
la norma N* 17.243, norma sobre defensa de la competencia que aprobó este Parlamento. Casualmente, al 
otro día venía al Parlamento el Ministro de Industria a hablar sobre otros temas que estaban en la agenda y 
algunos legisladores le plantearon la inquietud y él anunció que la Dirección de Industria venía realizando un 
estudio sobre el mercado cervecero desde hacía varios meses, sobre todo del mercado de producción de 
cerveza y de cebada. 


Con ese estudio que había hecho la Dirección de Industria, el Ministro de Industria presentó una nota en la 
Dirección General de Comercio, lo que motivó que se iniciara un procedimiento administrativo tendiente a 
determinar si las normas sobre defensa de la competencia estaban siendo violadas por los acuerdos 
celebrados entre Ambeb y QUINSA y entre las empresas cerveceras en el Uruguay. 


Luego de varias peripecias que no es del caso relatar en este momento, FETRABE logró acceder a ser parte 
de ese procedimiento administrativo como sujeto interesado y afectado por la resolución a la que arribe la 
Directora General de Comercio y presentó su escrito. Inclusive, realizó una consulta al doctor Rippe que es 
profesor catedrático de Derecho Comercial a los efectos de respaldar la posición del gremio. Eso fue como 
consecuencia de que inicialmente la Directora General de Comercio nos había negado el acceso al 
expediente. Con posterioridad y creo que gracias a la consulta al doctor Rippe se nos permite acceder al 
expediente, ser parte del procedimiento administrativo. En determinado momento y por sorpresa, se decide 
archivar el procedimiento administrativa, sosteniendo por parte de la Dirección General de Comercio que no 
había mérito para proseguir con las actuaciones. Ante esa resolución administrativa, la Federación presentó 
un recurso de revocación y jerárquico. Se agravió sobre el fondo del asunto en cuanto entiende que la 
interpretación de la norma que hace la Dirección General de Comercio es absolutamente equivocada y 
además porque no se habían dado las garantías debidas para diligenciar prueba en el procedimiento 
administrativo. 


Dentro del trámite recursivo, la Dirección General de Comercio abrió a prueba durante un plazo de treinta 
días que todavía está corriendo y le dio vista a la Federación para que ofreciéramos las pruebas que 
entendiéramos conveniente; eso está en trámite hasta el día de hoy. 


No obstante, sin perjuicio de que creemos de que las pruebas van a ser diligenciadas, como la Dirección 
General de Comercio adelantó una posición sobre el fondo del asunto y en el expediente administrativo está 
asentada la forma en la cual el Ministerio de Economía -a través de esa Dirección- interpreta esa norma, 
creímos conveniente concurrir al Parlamento a presentar un proyecto de ley interpretativa a los efectos de 
aclarar esa norma que para nosotros es clara en el sentido de que estas conductas monopólicas están 
prohibidas. No obstante, no resulta así para la Directora General de Comercio. 


Adelanto que no sabemos cuál es la opinión del señor Ministro de Economía y Finanzas, quien fue un activo 
participante y redactor de las normas sobre defensa de la competencia, porque todavía no se ha elevado el 
recurso a la jerarquía; todavía está dentro de la Dirección General de Comercio. 


SEÑOR CASTROMÁN.- Tomamos este tema a partir de una iniciativa del señor Diputado Amaro y 
por habernos enterado por la prensa y haber presenciado la movilización de los transportistas de 
bebidas. 


Nos llama la atención la posición de la Dirección General de Comercio, más allá de las competencias que 
pueda tener. 


Nos gustaría saber si tienen en su poder un estudio del mercado que hizo el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Le puedo facilitar una fotocopia del expediente administrativo. Tiene algunas 
anotaciones marginales porque es con el que hemos trabajado para preparar los recursos. El estudio de 
la Dirección de Industria es bastante interesante, sobre todo porque se llega a la conclusión que tienen 
no solo el control monopólico del mercado de la producción de cerveza sino el de producción de 
cebada. Creo que el 80% de la cebada que se produce en el Uruguay se exporta a Brasil y Argentina a 
estos mismos grupos, a los efectos de que produzcan cebada malteada como insumo para la fabricación 
de cerveza. 


Eso determina que si alguna empresa multinacional, como puede ser Heineken o Budweisser, decide venir a 
instalarse al Uruguay a producir cerveza, va a estar bloqueada en su insumo principal que se lo va a tener que 
adquirir necesariamente a su principal competidor. Todo eso lleva a la conclusión de que este monopolio, más 
allá de que a nuestro juicio es ilícito por la forma cómo nace, tiene una vocación de permanencia en el 
mercado que es lo más peligroso y cuestionable. 


Uruguay tiene una barrera arancelaria respecto de la importación de cerveza, lo cual da una protección 
excepcional a este grupo monopólico, que se justificaba cuando la industria nacional estaba floreciente y en 
manos de industriales nacionales. Hoy, esto impide que alguien pueda importar cerveza, porque tiene que 
pagar un IMESI con el doble de impuestos que pagan las demás empresas nacionales de cerveza. Por lo tanto, 
esto desalienta a alguien que desee importar cerveza o instalarse en el Uruguay para fabricar cerveza y suplir 
el vacío que queda por el cierre de la planta de Norteña en Paysandú y el inminente cierre de la planta 
cervecera en Minas, tal como lo ha anunciado el sindicato de trabajadores de la planta de Salus en Lavalleja. 


SEÑOR CASTROMÁN.- En primer lugar, imaginábamos todo esto porque tenemos algún elemento 
extraoficial respecto a lo que usted expuso ahora, que es serio. No quiero magnificar esto, pero esta 
situación amerita que rápidamente comencemos a considerar este tema. 


En segundo término, deseo saber la cantidad de transportistas de bebida y de empleados. 


El otro día nos visitó una delegación del interior de transportistas de bebida y nos dijeron -nosotros que 
somos del interior sabemos que es así- que detrás de quienes tienen la distribución de bebidas en ciudades 
importantes, siempre hay 3, 4 o 5 empleados que, en definitiva, son familias que dependen de esa persona. 
Esto nos preocupa en tiempos difíciles del empleo, lo que se ve agravado por las situaciones que han 
planteado. 


Además, nos parece de recibo que la propia Federación haya colaborado, en la medida en que son integrantes 
de la sociedad, con un proyecto, que vamos a tomarlo y a adecuarlo a la realidad que se plantea, a fin de 
solucionar esta situación. 


Por último, no estamos de acuerdo con este tipo de monopolio. En definitiva, concentra mucho más en manos 
de pocos este tipo de actividades y configura limitaciones para la gente que está necesitada de trabajar. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Tuvimos una reunión con la delegación de Diputados del interior, el señor 
Senador Larrañaga y la gente del sindicato de Norteña; nosotros somos de Paysandú. Este tema tiene 
una incidencia muy grande económica y social. En realidad, ha destrozado a Paysandú, porque además 
tampoco hemos tenido suerte en todas las movidas que hemos hecho. Se ha movido desde el Intendente 
hasta el cura párroco. 


Se estuvieron mirando las leyes y recuerdo que las pusimos en marcha tal como la describía nuestro invitado, 
aunque obtuvimos estos resultados. Lo que es peor es que la fábrica se comprometió a tener determinados 
resultados y no los ha cumplido. En estos días, el gremio está quemando los últimos cartuchos. Va a lanzar 
medidas muy agresivas y ya las está explicando a la prensa; no se descarta ningún tipo de medidas. La 
empresa no ha cumplido, ni siquiera con la redistribución planteada para las cien familias de los trabajadores 
de Norteña. 


Sabemos la dimensión que tiene este monopolio internacional, que abarca a toda América Latina. Sabemos 
de las maniobras realizadas últimamente. Sabemos que se instalaron en Guatemala. Han atropellado a las 
sociedades. En los lugares que tuvieron dificultades, como en Brasil, tuvieron que ajustarse a los 
requerimientos de la Justicia en cuanto a monopolios, pero de todas maneras quedaron prendidos porque se 
compraron una fábrica para disimular la ley "antitrust" que hay allí. 


Seguiremos de cerca todo este tipo de aportes que se hagan. Todavía no lo he leído, pero adelanto que me 
sumo a cualquier intento para destrabar esta situación, porque después se viene todo lo demás. Estamos en 
manos de los monopolios y sabemos cómo funcionan. Son grupos de grupos, sabemos todo lo sucedido con 
el sistema financiero, que repercutió en el ámbito comercial, sabemos lo que sucedió con el supermercadismo 
y demás. 


Reitero que son muy bienvenidos todos los aportes que se puedan hacer en este sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A través de una llamada telefónica de la economista Fanny Tilesinsky, 
Directora de la Cámara de Comercio, se me comunicó que podría venir a la Comisión. 


Ella pedía una prórroga pero consideraba inconveniente realizar cualquier declaración, ya que se está 
prácticamente en la finalización del proceso en que se viene manejando la situación a nivel de la Cámara de 
Comercio. 


Luego la Comisión evaluará cuándo invitarla. 


SEÑOR AMARO.- El proyecto presentado constituye un buen material de trabajo, porque hay un 
enfoque claro en que no se niega que la eficiencia vaya ganando terreno y se busca impedir el abuso de 
posiciones dominantes a través de acuerdos que, en definitiva, desprotegen a los trabajadores. 


Todo el estudio respecto a la cebada, al tema arancelario y a la protección de un monopolio que se puede dar 
en el Uruguay nos da una ampliación del panorama que teníamos. 


Entonces, el esquema sería leer este proyecto, repasar lo que hemos recibido como información y también 
escuchar a la Directora de la Cámara de Comercio, a fin de formar una posición concreta sobre un tema que 
trae perjuicios en el empleo, que es lo más preocupante. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Me gustaría hacer una aclaración. 


En primer lugar, estamos dispuestos a venir a conversar sobre el tema con la Directora General de Comercio, 
a quien nos gustaría verle la cara personalmente. Hace más de tres meses, la Federación le pidió una 
entrevista; su Secretaria nos contestó que debíamos solicitarla por escrito y aclarando el motivo, pero en 
reiteradas ocasiones nos ha negado la posibilidad de conversar. 


Al gremio le sorprendió y le molestó que la Directora General de Comercio, el día después de haber 
archivado las actuaciones administrativas, hiciera declaraciones públicas respecto de un proceso que estaba 
en trámite. Los trámites administrativos terminan cuando el jerarca respectivo resuelve el recurso jerárquico. 
Creo que no correspondía que, dentro de los diez días para interponer los recursos de revocación y 
jerárquicos, la Directora hiciera declaraciones al respecto; sin embargo, fue al programa radial de Cotelo y a 
algunos más y se despachó en este sentido, sosteniendo lo que a nuestro criterio es una posición 
absolutamente equivocada: como esta norma no es lo que en doctrina se denomina una ley antimonopolio, 
razonando "contrario sensu", los monopolios, cualquiera sea su origen, están permitidos. No es así; no existe 
una ley antimonopolio en el Uruguay, no hay control previo de las fusiones, como existe en Argentina y en 


Estados Unidos ni está sancionada una verdadera ley antimonopolio, que ustedes tienen a estudio, pero 
claramente esta norma ley prohibe la distorsión del mercado como consecuencia de acuerdos o prácticas 
concertadas entre agentes económicos. Y ese concepto jurídico de acuerdos, decisiones de asociaciones de 
empresas que utilizó este Parlamento en la Ley_N* 17.243, encuadra perfectamente en lo que realizaron estos 
grupos: acuerdos de venta de empresas. Se da la primera premisa para que se aplique la norma: existieron 
acuerdos y decisiones empresariales. 


¿Cuál fue la segunda premisa que estableció el legislador? Que tuvieran por efecto distorsionar, restringir o 
impedir la competencia. Nosotros decimos que estos acuerdos no distorsionan la competencia: la eliminan. 
Hoy no hay competencia en el mercado cervecero. Un monopolio del 99,4% equivale a falta de competencia, 
y eso tiene las consecuencias que este Cuerpo legislativo no quiso: que un solo operador fije los valores del 
mercado, los productos que salen a la venta, las condiciones de pago y de comercialización, etcétera. Todo 
aquello que este Cuerpo legislativo quiso evitar y restringir a los supermercados con la ley de grandes 
superficies -que fue el preámbulo de la Ley N* 17.243- es lo que hoy está pasando, a ciencia y paciencia de la 
Dirección General de Comercio. 


Por ello y en virtud de que el informe jurídico de la Dirección General de Comercio se basaba en un 99% en 
interpretaciones de la norma sustentadas en jurisprudencia de la Comunidad Económica Europea, que no 
tiene nada que ver con nuestra norma, hicimos un estudio minucioso de los antecedentes legislativos y de la 
discusión parlamentaria de este proyecto de ley en ambas Cámaras. Descubrimos que todos los legisladores, 
sin excepción, se habían manifestado en contra de los monopolios y que lo que había iluminado esta norma 
era internalizar una que ya existe a nivel del MERCOSUR: el Protocolo de Fortaleza. El artículo 4* del 
Protocolo de Fortaleza es similar al artículo 14 de nuestra Ley_N* 17.243 y, si ustedes observan, el texto 
interpretativo que con todo respeto sugerimos al Parlamento, lo que hace es incorporar el artículo 5” del 
Protocolo de Fortaleza, que tiene un sentido aclaratorio. Es decir que no está prohibido el monopolio que se 
logra como consecuencia de la mayor eficiencia. El señor Bill Gates puede venir al Uruguay, instalar una 
empresa de "software" y en seis meses o dos años, en base a su eficiencia, puede lograr desplazar a todos sus 
competidores; eso no está prohibido porque no hay una ley antimonopolio. Lo que el señor Bill Gates no 
puede hacer es venir al Uruguay y comprar todas las empresas de "software" para eliminar la competencia 
mediante la adquisición de los competidores. El Grupo Disco y el Grupo Geant perfectamente pueden lograr, 
mediante la eficiencia, que se retiren del mercado Manzanares, Tienda Inglesa y las demás cadenas de 
supermercados menores. Lo que no pueden hacer es celebrar un acuerdo y comprar esas cadenas de 
supermercados y las demás que existen en el mercado, porque ese sería un monopolio que no provendría de 
la eficiencia sino de acuerdos concertados entre empresas. Esa es la realidad. Eso está prohibido en nuestro 
ordenamiento jurídico y la interpretación de la Dirección General de Comercio es absolutamente equivocada. 


Por eso les decimos que, si la Directora General de Comercio lo acepta, estamos dispuestos a venir a discutir 
ampliamente este tema. Queremos tener la oportunidad de conversar con ella lo que no pudimos hablar 
amablemente antes de iniciar la vía administrativa, la vía recursiva, los ofrecimientos de prueba, etcétera. 


Les agradecemos muchísimo que nos hayan recibido. 


SEÑOR SILVEIRA.- ¿En este momento este tema está a estudio solo de esta Comisión de la Cámara 
de Representantes? 


SEÑOR RAMÍREZ.- Según lo que tengo entendido, sí. 


SEÑOR SILVEIRA.- Lo pregunto porque según lo que nos dijeron hace unos días los distribuidores y 
lo que ahora plantea el doctor Ramírez -que considero ajustado y correcto-, el tema casi trasciende el 
ámbito de esta Comisión y alcanza a la de Hacienda o a la de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración. Empezamos este camino por el lado de los distribuidores, que tienen un 
problema puntual relacionado con la situación comercial de las empresas productoras y con la pérdida 
de fuentes de trabajo, y ahora estamos ante dificultades de interpretación de una norma y de lo que es 
la visión del país ante determinado fenómeno comercial. 


Después la Comisión discutirá internamente el tema, pero quería trasmitirles que advertimos que tiene una 
amplitud mayor de la que parecía al principio y creemos que merece la atención de todo el Parlamento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos vuestra presencia en la Comisión y quedamos a las 
órdenes para cualquier consulta que quieran hacer. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


